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Manizales, octubre de 2020 

 

Señores 

HONORABLES MAGISTRADOS 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

H.M. DOHOR EDWIN VARÓN VIVAS 

Manizales 

 

 

Medio de control ACCIÓN POPULAR 

Demandante: ALFONSO GÓMEZ RAMÍREZ Y OTROS 

Demandado: MUNICIPIO DE MANIZALES Y OTROS 

Radicación: 17001233300020120013700 

 

 

JORGE EDUARDO CUERVO ECHEVERRI, mayor de edad, vecino de Manizales, identificado con la 

cédula de ciudadanía N° 10.288.074 de Manizales, abogado con tarjeta profesional N° 83.644 del 

Consejo Superior de la Judicatura, por medio del presente escrito y atendiendo poder a mi conferido 

y remitido a su despacho vía correo electrónico el día 27 de agosto de 2020 15:25, poder que se anexa 

nuevamente al presente escrito, por medio del presente escrito presento RECURSO DE APELACIÓN 

en contra de la sentencia de primera instancia que aparece fechada el 2 de julio de 2020 pero 

notificada vía correo electrónico el 5 de octubre de 2020, recurso que sustento en los siguientes 

términos: 

 

En primer lugar, se ratifican todos y cada uno de los elementos de defensa planteados a lo largo del 

proceso en sus diferentes actuaciones, lo mismo que los medios exceptivos propuestos y los 

argumentos esgrimidos en los alegatos finales. 

 

A efectos de sustentar adecuadamente el presente recurso, es menester determinar en el contenido 

de la sentencia, los reparos hechos a la administración municipal y su injerencia en el fallo, lo mismo 

que las precisiones a que haya lugar, para así establecer que mi representado no ha vulnerado los 

derechos incoados en la presente acción constitucional, para ello se citan los apartes pertinentes del 

fallo atacado, a saber: 
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De conformidad con la demanda y su contestación, así como de los escritos de los 

coadyuvantes, los problemas jurídicos se centran en determinar: 

 

¿Existe una amenaza o vulneración de los derechos e intereses colectivos invocados en la 

demanda, por haberse declarado el sector de La Aurora como zona de expansión urbana o 

por haberse aprobado el Plan Parcial en dicho sector o por la construcción del proyecto de 

vivienda Tierra Viva Biociudadela? 

 

En caso afirmativo: ¿Existe una acción u omisión por parte de autoridades o de los particulares 

demandados, causante de la afectación de los derechos mencionados? 

 

Si es así: ¿Cuáles son las medidas que se deben adoptar para hacer cesar la amenaza o la 

vulneración de los derechos colectivos? 

 

(…) 

 

Así las cosas, corresponde al municipio ejercer el control y la vigilancia de los recursos 

naturales en su jurisdicción con el fin de garantizar el derecho al medio ambiente; esto en 

coordinación con las entidades que integran el Sistema Nacional Ambiental. Además, la 

génesis de los planes de ordenamiento territorial, y la reglamentación de los usos del suelo se 

encuentra en la voluntad político-administrativa que ejerce el alcalde. 

 

(…) 

 

La Secretaría de Planeación del municipio de Manizales solicitó a Corpocaldas 

información sobre los términos de referencia del componente ambiental para la 

concertación del Plan Parcial del Suelo de Expansión de La Aurora y Corpocaldas por 

medio del Oficio 06183 del 13 de diciembre de 2011, dirigido a la Secretaría de 

Planeación y Desarrollo del municipio de Manizales, remitió los términos de referencia 

del componente ambiental para la concertación del referido plan parcial (…) 

 

(…) 

 

Corpocaldas a través de Memorando Interno SIA 47 del 14 de diciembre de 2011, emitió 

el concepto técnico relacionado con los riesgos para el Plan Parcial La Aurora (…) 
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(…) 

 

La Secretaría de Planeación del municipio de Manizales expidió la Resolución 1575 del 8 de 

agosto de 2012 “Por medio de la cual se expiden las determinantes para la formulación del 

plan parcial en suelo de expansión sector La Aurora” y en cuanto a las determinantes 

ambientales señaló: 

 

“ARTÍCULO 3: DETERMINANTES AMBIENTALES – INDICACIÓN Y 

REGLAMENTACIÓN DE LAS ÁREAS DE RESERVA AMBIENTAL. 

 

Con relación al Plan de Ordenamiento Territorial vigente constituyen determinantes 

ambientales para la formulación de este plan parcial en suelo de expansión sector La 

Aurora, las siguientes normas contenidas en el Componente General del POT (Acuerdo 

663 de 2007 y Documento Técnico de Soporte); el numeral 1.5.5. Suelos de Protección, 

15.5.1. Áreas de protección ambiental, que están constituidas por la totalidad de las 

franjas de protección de los cauces de los ríos y quebradas existente dentro del 

Municipio de Manizales, definidas por la Corporación Autónoma Regional 

CORPOCALDAS”. (Fls. 217-250 C1). 

 

(…) 

 

La Secretaría de Planeación de Manizales mediante oficio SPM 1874-14 de 30 de mayo 

de 2014, emitió concepto favorable de viabilidad al proyecto de plan parcial y a través 

del oficio SPM 1992-14 de 9 de junio de 2014 lo remitió a Corpocaldas para el trámite de 

concertación ambiental. (Referido en Fl. 1093 C1 B). 

 

(…) 

 

Por su parte, como se relató ampliamente en el acápite anterior, Construcciones CFC & 

Asociados y Vélez Uribe Ingeniería S.A.S, elaboraron el Plan Parcial en el suelo de expansión 

sector La Aurora (Cuadernos D, E y F), el cual fue aprobado y concertado por Corpocaldas y 

el municipio de Manizales y finalmente este lo adoptado por el alcalde a través del Decreto 

0289 del 28 de mayo de 2015 (fls. 1093-1094 C. 1B). 

 

(…) 
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El municipio de Manizales incumplió las funciones de control, vigilancia y protección del medio 

ambiente, en tanto viabilizó el proyecto de plan parcial presentado para el sector de la Aurora, 

suscribió el “Acta de concertación asuntos ambientales Plan Parcial La Aurora” y expidió el 

Decreto 0289 del 28 de mayo de 2015 “Por el cual se adopta el Plan Parcial en Suelo de 

Expansión Urbana Sector La Aurora”, sin tener en cuenta que, (a) presentaba deficiencias 

técnicas pues, carecía de los estudios idóneos y suficientes para identificar los impactos que 

el proyecto urbanístico generará en la RFPCHRB, y determinar las medidas de manejo; y que, 

(b) por las características urbanísticas y cercanía a la RFPCHRB, la construcción del proyecto 

urbanístico en el sector La Aurora, resultaba incompatibles con la función de amortiguación 

que cumple dicho sector. 

 

Además, incumplió la función de adecuada planificación del territorio, en tanto: en el proyecto 

de plan de ordenamiento territorial presentado por el alcalde al Concejo municipal y que 

culminó con el Acuerdo 573 de 2003 que transforma en suelo de expansión urbana el sector 

de la Aurora (determinación que fue reiterada en el Acuerdo 663 de 2007), no se tuvieron en 

cuenta las características medioambientales que dicho sector tiene, así como la función que 

cumple respecto de la RFCHRB. 

 

Lo anterior sirve entonces de fundamento y soporte para manifestar la posición del municipio de 

Manizales frente al fallo apelado, esto, ya que mi representado en momento alguno ha pretendido 

desconocer o eludir las normas de protección ambiental citadas en la sentencias y relacionadas con 

el cumplimiento de sus funciones, es más, se ha precavido el deber funcional del cumplimiento de 

estas responsabilidades con el medio ambiente y el planeta, por lo que no puede ahora afirmarse su 

desconocimiento. 

 

Es esta la ponderación que debe hacer el fallador ya que la sentencia como tal, no sólo debe contener 

la evidencia y relación de los derechos presuntamente afectados y protegidos, sino que se debe 

determinar con claridad la génesis de dicha afectación y es precisamente en este punto en el cual 

discrepa el municipio de Manizales, ya que como hasta la saciedad se ha manifestado, su obrar ha 

sido en apego estricto de la normatividad y con base en documentos y conceptos rendidos por otras 

entidades competentes, por ello es que no puede entrar a realizarse un señalamiento en 

responsabilidades sobre la presunta conculcación de derechos determinada en el fallo atacado. 

 

Nótese en primer lugar, que la actividad desplegada por mi representado, se ha soportado 

específicamente en documentos y conceptos emanados de la autoridad ambiental, en este caso 

Corpocaldas. 
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Ahora bien, preocupa al suscrito apoderado el hecho del alcance del fallo y la injerencia del municipio 

de Manizales en el cumplimiento del mismo, ya que si bien se considera que los alcances de este en 

parte alguna deben hacerse extensivos a mi representado, no se considera coherente que en el fallo 

se afirme el incumplimiento de sus deberes pero en parte alguna sea partícipe directo de los efectos 

de la adversa decisión, me explico, en el fallo se dictan unas órdenes a cargo de otros accionados y 

terceros y sólo el municipio entraría a su cumplimiento en el evento que aquellos desconociesen la 

orden judicial, pero esto, genera una inseguridad jurídica ya que se supedita el cumplimiento de la 

sentencia a un estudio (en el cual inicialmente no participa el municipio de Manizales), y este estudio 

es el que determinará si el proyecto sigue su desarrollo y las condiciones del mismo, estudio que no 

tendrá oportunidad de ser objetado ni controvertido dentro del trámite judicial de acuerdo con las reglas 

de contradicción, y, no se establecen reglas para formular los reparos que tenga el mismo, es decir 

que se está difiriendo precisar los alcances del fallo, no en cabeza del juez natural sino en cabeza de 

unos entes académicos y a cargo de los constructores, sin que las autoridades públicas señaladas 

como responsables en el fallo sean partícipes de su construcción o reparo, por ello es que se considera 

que oficiosamente el señor Magistrado, de considerar necesario dicho estudio, debió haberlo 

decretado como elemento probatorio y no dejarlo a la suerte extraprocesal, sin garantizar el derecho 

de contradicción y defensa adecuado, por ello es que extraña el señalamiento expreso pero no 

concordante con la decisión, en virtud que se realmente el municipio de Manizales hubiese incumplido 

sus deberes, debería entrar a garantizar su protección, hecho que carece de armonía en la sentencia. 

 

Lo anterior evidencia claramente una vulneración al debido proceso al derecho de defensa y al 

principio de contradicción de la prueba. 

 

MI mandante siempre ha sido incisivo en el cuestionamiento de la prueba pericial, sin embargo todas 

sus solicitudes han sido despachadas desfavorablemente, sin embargo en el fallo se deja en manos 

de unos accionados y terceros, la construcción del documento que trazará la hoja de ruta a seguir en 

el proyecto, por lo que se itera que tal situación afecta gravemente el derecho al debido proceso que 

garantiza el artículo 29 de la carta magna, es así, como dicho principio constitucional se encuentra 

ratificado en el inciso segundo del artículo 5 de la ley 472 de 1998, al determinar que “El Juez velará 

por el respeto al debido proceso, las garantías procesales y el equilibrio entre las partes”, principios y 

garantías que no se predican con la decisión tomada, ya que el municipio de Manizales queda a 

merced de lo establecido extraproceso, por ello se disiente expresamente del alcance de la decisión 

y se reitera en el deber del juez de decretar pruebas de oficio en el contexto de una acción popular, 
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para ello citamos lo expresado por el Consejo de Estado, en Fallo del 18 de septiembre de 20141 que 

señaló que el tema del decreto oficioso de pruebas tiene singularidades cuando se trata de acciones 

populares, toda vez que se encuentran en juego intereses de carácter público y derechos colectivos. 

Para el Consejo de Estado, estas características imponen al juez un deber de decretar pruebas de 

oficio si resultan necesarias para esclarecer la controversia, al punto de considerar que se configura 

un error fáctico en la sentencia cuando este deber no es observado. En efecto, el Consejo de Estado 

se expresó en el siguiente sentido: 

 

La Acción Popular tiene un carácter especial que la diferencia de todas las demás acciones, 

idea que se ha establecido por el legislador desde el momento de creación de la ley de 

acciones populares. Es por el carácter público de tal acción y por el derecho colectivo que 

busca su protección que se configura tal singularidad. La acción popular no configura una litis 

ordinaria sino que dado su carácter preponderante tiene un derecho colectivo que implica a 

toda la comunidad que busca su protección 

 

Así pues, en el caso de autos y teniendo en cuenta las características únicas de la 

controversia, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca debió adoptar las medidas 

conducentes, pertinentes y eficaces para la protección de los derechos e intereses colectivos 

en juego. 

 

En estos términos, para la Sala es claro que en el sub lite se configura un defecto fáctico por 

déficit de valoración probatoria y por omisión en el decreto de pruebas de oficio si las 

consideraba necesaria por parte del juez constitucional, hecho que es de fundamental 

importancia para la acción popular que busca salvaguardar el derecho colectivo al patrimonio 

público… 

 

Es claro entonces que existen facultades discrecionales por parte del Juez de primera y segunda 

instancia, para decretar pruebas de oficio si lo considera conducente y necesario, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 213 de la Ley 1437 de 2011, para decretar pruebas de oficio en cualquier 

etapa del proceso, ya que no se puede desconocer que en este caso en particular se encuentran 

intereses colectivos en juego. 

 

 
1 Radicación número: 11001-03-15-000-2012-02311-01(AC), M.P. Marco Antonio Velilla Moreno. 
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Igualmente deben atenderse las reglas procesales de adecuada valoración probatoria, ya que si 

inobservancia vicia la actuación, es así como se cita lo expresado por la Corte Constitucional 2 así: 

 

La Corte ha explicado que las deficiencias probatorias pueden generarse como consecuencia 

de: (i) una omisión judicial, como puede cuando el juez niega o valora la prueba de manera 

arbitraria, irracional y caprichosa o puede ser por la falta de práctica y decreto de pruebas 

conducentes al caso debatido, presentándose una insuficiencia probatoria; (ii) o por vía de 

una acción positiva, que se presenta cuando el juez aprecia pruebas esenciales y 

determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar 

porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas y al hacerlo se desconoce la 

Constitución., o por la valoración de pruebas que son nulas de pleno derecho o que son 

totalmente inconducentes al caso concreto, y (iii) defecto fáctico por desconocimiento de las 

reglas de la sana crítica. 

 

(…) 

 

a. Defecto fáctico por valoración defectuosa del material probatorio allegado al proceso 

(dimensión negativa) 

 

 Ocurre cuando el funcionario judicial al momento de valorar la prueba niega o valora la prueba 

de manera arbitraria, irracional y caprichosa u omite la valoración de pruebas determinantes 

para identificar la veracidad de los hechos analizados y sin razón valedera da por no probado 

el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente. Esta dimensión 

comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la 

veracidad de los hechos analizados por el juez. 

 

(…)  

 

La Sala precisa que si bien el respeto a la autonomía judicial hace que se permita que los 

jueces valoren libremente el acervo probatorio dentro de las normas de la sana crítica, el valor 

normativo de la Constitución conlleva de manera ineludible a  que la valoración probatoria que 

se aparta de las reglas de la sana crítica, cuando la  prueba tiene “la capacidad inequívoca de 

modificar el sentido del fallo”, haga procedente la acción de tutela contra la providencia judicial 

respectiva. 

 
2 Sentencia T-117/13 
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 (…) 

 

Del anterior recuento jurisprudencial se tiene que el supuesto fáctico por indebida valoración 

probatoria se configura, entre otros, en los siguientes supuestos: (i) Cuando el funcionario 

judicial, en contra de la evidencia probatoria, decide separarse por completo de los hechos 

debidamente probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido; (ii) cuando a pesar 

de existir pruebas ilícitas no se abstiene de excluirlas y con base en ellas fundamenta la 

decisión respectiva; (iii) en la hipótesis de incongruencia entre lo probado y lo resuelto, esto 

es, cuando se adoptan decisiones en contravía de la evidencia probatoria y sin un apoyo 

fáctico claro; (iv) cuando el funcionario judicial valora pruebas manifiestamente inconducentes 

respecto de los hechos y pretensiones debatidos en un proceso ordinario, no por tratarse en 

estricto sentido de pruebas viciadas de nulidad sino porque se trata de elementos probatorios 

que no guardaban relación con el asunto debatido en el proceso; (v) cuando el juez de 

conocimiento da por probados hechos que no cuentan con soporte probatorio dentro del 

proceso y (vi) cuando no valore pruebas debidamente aportadas en el proceso. 

 

Una sentencia adicional de la citada corporación 3 ha contenido: 

 

4.1. En aras de asegurar el goce efectivo de derechos, garantías y principios constitucionales, 

la Corte ha insistido en que es deber de los jueces de la República no sólo respetar cada una 

de las etapas del proceso judicial, sino también garantizar que su decisión tenga fundamento 

en elementos de juicio sólidos. Por esta razón, se ha dicho que el período probatorio debe 

surtirse a cabalidad, conforme a los parámetros legales establecidos para tal fin. 

 

En desarrollo de lo expuesto, este Tribunal ha señalado que el defecto fáctico se presenta 

cuando: i) el juez no tiene el apoyo probatorio necesario para justificar su decisión; ii) incurre 

en un error en el examen de las pruebas por no valorar una prueba o por existir una valoración 

caprichosa o arbitraria; iii) se presenta una omisión en el decreto o práctica de las pruebas 

dentro del proceso, o iv) se adopta una decisión judicial con fundamento en una prueba 

obtenida de forma ilícita. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el defecto fáctico puede tener una dimensión 

negativa y una dimensión positiva. Se presenta la dimensión negativa, cuando la autoridad 

 
3 Sentencia T-160/13 
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judicial no práctica o valora una prueba, o la valoración de la misma se hace de forma 

arbitraria, irracional o caprichosa, lo que en últimas se traduce en la imposibilidad de 

comprobar los hechos. Por el contrario, se configura la dimensión positiva, cuando el acervo 

probatorio no debía ser admitido o valorado, como ocurre, por ejemplo, en el caso de pruebas 

indebidamente recaudadas que son apreciadas por el juez, o cuando se dan por establecidas 

circunstancias sin que exista soporte en el material probatorio que respalde dicha 

determinación. 

 

Sobre la ocurrencia del defecto fáctico, en términos generales, esta Corporación ha dicho que: 

 

"En otras palabras, se presenta defecto fáctico por omisión cuando el juzgador se abstiene de 

decretar pruebas. (…). Existe defecto fáctico por no valoración del acervo probatorio, cuando 

el juzgador omite considerar pruebas que obran en el expediente bien sea porque 'no los 

advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión 

respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y 

valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.' Hay lugar al 

defecto fáctico por valoración defectuosa del material probatorio cuando o bien 'el funcionario 

judicial, en contra de la evidencia probatoria, decide separarse por completo de los hechos 

debidamente probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido; o cuando a pesar 

de existir pruebas ilícitas no se abstiene de excluirlas y con base en ellas fundamenta la 

decisión respectiva' dando paso a un defecto fáctico por no excluir o valorar una prueba 

obtenida de manera ilícita"[29]. 

 

4.2. Como se mencionó anteriormente, en los casos en que el juez no práctica las pruebas 

decretadas, también se incurre en una vulneración al debido proceso por ocurrencia de un 

defecto fáctico, pues se impide la debida conducción al proceso de ciertos hechos que resultan 

indispensables para la solución del asunto jurídico debatido. Esta Corporación ha preciso el 

alcance de esta modalidad de defecto fáctico, entre otras, en la Sentencia SU-132 de 2002, 

al sostener que: 

 

“La negativa a la práctica o valoración de un medio probatorio por un juez dentro del proceso 

que dirige, puede estar sustentada en la ineficacia de ese medio para cumplir con la finalidad 

de demostrar los hechos en que se soporta una determinada pretensión, toda vez que 

constituye un derecho para todas las personas presentar pruebas y controvertir las que se 

presenten en su contra. La Corte se pronunció en este sentido en la Sentencia T-393 de 1994 

y manifestó que “(...) la negativa a la práctica de pruebas sólo puede obedecer a la 
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circunstancia de que ellas no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del 

proceso o que estén legalmente prohibidas o sean ineficaces o versen sobre hechos 

notoriamente impertinentes o se las considere manifiestamente superfluas (Arts. 178 C. P. C. 

y 250 C. P. P.); pero a juicio de esta Corte, la impertinencia, inutilidad y extralimitación en la 

petición de la prueba debe ser objetivamente analizada por el investigador y ser evidente, 

pues debe tenerse presente que el rechazo de una prueba que legalmente sea conducente 

constituye una violación del derecho de defensa y del debido proceso”. 

 

Lo anterior para llamar la atención en el trámite de la segunda instancia, que deben atenderse todos 

los reparos hechos a la prueba pericial, ya que esta es determinante en el proceso y tienen una sólida 

base argumentativa para demostrar los argumentos planteados por el municipio de Manizales. 

 

Como se ha manifestado en todas las actuaciones procesales, el actuar del municipio ha estado 

sometido al imperio normativo, inconformidad que se sustenta en el hecho que la sentencia proferida 

es incongruente en la parte resolutiva y la parte motiva, toda vez que está claramente demostrado la 

obligación legal de la Corporación Autónoma Regional de Caldas Corpocaldas, tal como está señalado 

en el artículo 31 de la ley 99 de 1993; 

 

Artículo 31: Funciones: Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán las siguientes 

funciones: 

 

(...)  

 

2) Ejercer la función de máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción, de acuerdo 

con las normas de carácter superior y conforme a los criterios y directrices trazadas por el 

Ministerio del Medio Ambiente; 

 

(...) 

 

5) Participar con los demás organismos y entes competentes en el ámbito de su jurisdicción, 

en los procesos de planificación y ordenamiento territorial a fin de que el factor ambiental sea 

tenido en cuenta en las decisiones que se adopten; 

 

(...) 
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29) Apoyar a los concejos municipales, a las asambleas departamentales y a los concejos de 

las entidades territoriales indígenas en las funciones de planificación que les otorga la 

Constitución Nacional; 

 

(...) 

 

31) Sin perjuicio de las atribuciones de los municipios y distritos en relación con la zonificación 

y el uso del suelo, de conformidad con lo establecido en el artículo 313 numeral séptimo de la 

Constitución Nacional, las Corporaciones Autónomas Regionales establecerán las normas 

generales y las densidades máximas a las que se sujetarán los propietarios de vivienda en 

áreas suburbanas y en cerros y montañas, de manera que se protejan el medio ambiente y 

los recursos naturales. No menos del 70% del área a desarrollar en dichos proyectos se 

destinará a la conservación de la vegetación nativa existente. 

 

La reseña anterior, indica las competencias de las corporaciones regionales, por lo que no es 

congruente que se deje como si tal actuar estuviera en cabeza del municipio, en claro desconocimiento 

de las obligaciones legales de cada entidad pública demandada, teniendo entonces que al expedir los 

actos administrativos, era en virtud que para ese momento se cumplían todos los requerimientos de 

ley, advirtiendo que sobre el ente territorial no recae la obligación de concertar, siendo esto 

competencia de Corpocaldas como máxima autoridad ambiental, quien evaluó la documentación y 

profirió los conceptos requeridos. 

 

Igualmente mi mandante territorial no ha vulnerado derechos de orden colectivo, siendo su obligación 

legal la de expedir la respectiva licencia de intervención, en atención al cumplimiento previo de los 

requisitos de factibilidad técnica, ambiental y de impacto urbano, además de ser coherente con el 

respectivo plan de ordenamiento territorial. 

 

Referente al Suelo de Expansión Urbana “La Aurora” y el “Plan Parcial en Suelo de Expansión 

Urbana La Aurora”, es importante precisar lo siguiente por parte de la Administración Municipal: 

 

I. RESPECTO DEL SUELO DE EXPANSIÓN URBANA SECTOR LA AURORA 

 

1. El Sector La Aurora fue definido como Suelo de Expansión Urbana en el anterior Plan de 

Ordenamiento Territorial de Manizales, Acuerdo N° 573 de 2003, 663 de 2007 en su artículo 

7, que modificó el artículo 11 del Acuerdo N° 508 de 2001, así: 
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“ARTÍCULO 7°.-- Modificar el artículo 11 del acuerdo 508 de 2001 de la  siguiente manera: 

ARTÍCULO 11°-- Suelo de expansión urbana. Durante la vigencia del Plan de 

Ordenamiento Territorial que se adopta por medio del presente acuerdo. Se clasifican las 

siguientes áreas como suelo de expansión urbana: sector de la Aurora (polígono 4), 

sector del Rosario (Polígono 5), y sector de la Vereda Colombia KM41 (polígono 6); en todo 

caso para su desarrollo debe ser presentado a la administración Municipal, el respectivo 

Plan Parcial para su estudio y aprobación.  

 

Parágrafo 1.-- Su delimitación: se encuentra consignada en el Componente General, 

numeral 1.5.2 y en el Anexo 7, del Documento Técnico de Soporte del presente Plan de 

Ordenamiento Territorial y en el Plano BUR-67-1 versión 2003.” -Rnft- 

 

2. El Sector La Aurora fue ratificado como Suelo de Expansión Urbana en el anterior Plan de 

Ordenamiento Territorial de Manizales, Acuerdo N° 663 de 2007 en su artículo 4, que modificó 

el modificó el artículo 7 del Acuerdo N° 573 de 2003, así: 

 

“ARTÍCULO 4.-- MODIFÍCASE el artículo 7 del Acuerdo Municipal número 573 de 2003, 

modificatorio del artículo 11 del acuerdo municipal 508 de 2001, el cual queda de la siguiente 

manera: 

 

Suelo de expansión urbana. Durante la vigencia del Plan de Ordenamiento Territorial que 

se adopta por medio del presente acuerdo se clasifican las siguientes áreas como suelo de 

expansión urbana: sector de la Aurora (polígono 4), sector del Rosario (Polígono 5), sector 

de la Vereda Colombia KM41 (polígono 6), Sector Morrogacho (polígono 8), Sector Betania 

(Polígono 7); para su desarrollo debe ser presentado a la administración Municipal, el 

respectivo Plan Parcial para su estudio y aprobación. Los sectores Rosario y KM41 estarán 

supeditados a la realización de un único Plan Parcial por cada uno de ellos. 

 

Parágrafo 1.-- Su delimitación: se encuentra consignada en el Componente General, 

numeral 1.5.2 y en el Anexo 7, del Documento Técnico de Soporte del presente Plan de 

Ordenamiento Territorial y en el Plano 07-BUR-67-1 versión 2007.” -Rnft- 

 

3. De conformidad con el POT anterior -Acuerdo 663 de 2007- vigente al momento de radicación 

del  “Plan Parcial en Suelo de Expansión Urbana La Aurora” en el artículo 4 se definió que 

hacían parte del suelo de expansión urbana, entre otros, el sector de La Aurora (Polígono 4), y que 
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para su desarrollo debía ser presentado a la administración Municipal, el respectivo Plan Parcial4 

para su estudio y aprobación. 

Se determinó además en el artículo 67 del citado Acuerdo 663 de 2007, que el sector de La Aurora 

debería orientar la formulación del Plan Parcial hacia el desarrollo de vivienda de interés social, 

según los análisis y las consideraciones tenidas en cuenta en las discusiones de tipo técnico de la 

mesa de Vivienda durante la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial, y que en todo caso, 

debería ser compatible con los demás usos.  

 

Su delimitación se encontraba consignada en el Componente General, numeral 1.5.2 y en el Anexo 

7, del Documento Técnico de Soporte del Plan de Ordenamiento Territorial y en el Plano 07-BUR-

67-1. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Localización tomada del Plano 07-BUR-67-1 versión 2007del POT anterior, Acuerdo 663 de 2007 

 

 
4 Plan Parcial. Es el instrumento mediante el cual se desarrollan y complementan las disposiciones de los planes de ordenamiento territorial, para áreas 

determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que deban desarrollarse mediante unidades 

de actuación urbanística, macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las autorizaciones emanadas de las normas 

urbanísticas generales, en los términos previstos en la Ley 388 de 1997. Mediante el plan parcial se establece el aprovechamiento de los espacios 

privados, con la asignación de sus usos específicos, intensidades de uso y edificabilidad, así como las obligaciones de cesión y construcción y dotación 

de equipamientos, espacios y servicios públicos, que permitirán la ejecución asociada de los proyectos específicos de urbanización y  de  construcción 

de los terrenos incluidos en su ámbito de planificación.  –Definición Decreto 1077 de 2015, Art. 2.2.1.1-. 
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4. De acuerdo con lo anterior, es claro que el suelo de expansión La Aurora definido en el POT 

del año 2003 -Acuerdo N° 573 de 2003-, de donde se localiza el Plan Parcial La Aurora, no 

hace parte del suelo de protección rural, ni se encuentra dentro de la Reserva Río Blanco. 

 

Es importante anotar que el municipio de Manizales y el Concejo Municipal agotaron todas las 

etapas y procedimientos de consulta, participación, concertación y aprobación definidos en la Ley 

388 de 1997 y sus decretos reglamentarios, para la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial 

efectuada mediante el Acuerdo 573 de 2003. 

 

Es así como el componente Ambiental del Plan de Ordenamiento Territorial fue debidamente 

revisado y puesto a consideración de la autoridad ambiental CORPOCALDAS para la 

respectiva concertación.  

 

II. RESPECTO DEL PLAN PARCIAL LA AURORA 

 

1. De conformidad con las facultades conferidas en la Ley 388 de 1997, y de acuerdo con el 

procedimiento para Planes Parciales establecido en el Decreto Ley 019 de 2012 y los Decretos 

Nacionales 2181 de 2006, 4300 de 2007 y 1478 de 2013, la Administración Municipal adelantó el 

respectivo trámite de estudio, revisión y adopción del proyecto de “PLAN PARCIAL EN SUELO 

DE EXPANSIÓN URBANA LA AURORA” 

 

Dentro de este proceso, y teniendo en cuenta que se atendieron con absoluta plenitud los 

requerimientos procedimentales, formales y sustanciales legalmente establecidos para el efecto, 

el Acalde Municipal, en virtud del artículo 8 del Decreto Nacional 1478 de 2013 adoptó el Decreto 

N° 0289 del 28 de Mayo de 2018 “Por el cual se adopta el Plan Parcial en Suelo de Expansión 

Urbana Sector La Aurora”. 

 

2. Es importante anotar, que para la formulación del Componente Ambiental del Plan Parcial, se le 

exigió por parte de la Administración Municipal a los promotores del Plan Parcial, dar cumplimiento 

a:  

 

-El Sistema Ambiental del POT, contenido en el Acuerdo N° 663 de 2007. 

 

-Las Determinantes Ambientales expedidas por CORPOCALDAS en la Resolución N° 1575 

del 08 de agosto de 2012 “POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDEN LAS DETERMINANTES  
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PARA LA FORMULACIÓN DEL PLAN PARCIAL EN SUELO DE EXPANSIÓN SECTOR LA 

AURORA” 

 

3. De igual forma el Plan Parcial La Aurora surtió todos los trámites y etapas consagradas en la ley, 

y contó con la debida concertación de asuntos ambientales con la autoridad ambiental 

Corpocaldas. 

 

En este sentido, los estudios técnicos realizados por los promotores, y el desarrollo del 

componente ambiental y de gestión del riesgo del Plan Parcial, se sujetaron a las 

Determinantes Ambientales previas expedidas por CORPOCALDAS; los cuales fueron de 

igual forma  aprobados por la Corporación dentro del trámite de concertación ambiental, 

previo a la adopción del Plan Parcial. 

 

De esta manera, el Decreto 0289 del 28 de mayo de 2015 “Por el cual se adopta el Plan Parcial 

en el suelo de expansión urbana Sector la Aurora”, se profirió en ejercicio de las atribuciones que 

la ley le da al Alcalde Municipal y con el pleno acatamiento de cada una de las instancias que debía 

surtir, es así como se efectuó el trámite de concertación de los asuntos ambientales con la 

autoridad ambiental (Corpocaldas) según Acta de 8 de mayo de 2015. 

 

La referida documentación ha sido aportada por la Administración Municipal al Expediente del 

proceso. 

 

4. En conclusión, el Plan Parcial La Aurora adoptado mediante el Decreto N° 0289 del 28 de 

mayo de 2015 surtió su proceso técnico y legal en su formulación y aprobación, y cuenta 

con los estudios técnicos requeridos, con base en las disposiciones del Plan de 

Ordenamiento Territorial vigente para la fecha de su radicación (Acuerdo N° 663 de 2007 que 

modificó el Acuerdo N° 573 de 2003), la Ley 388 de 1997, el Decreto Ley 019 de 2012 ,los 

Decretos Nacionales que regulan lo relacionado con los Planes Parciales, así como la 

normatividad ambiental y las determinantes ambientales expedidas por la Corporación 

Autónoma Regional de Caldas –CORPOCALDAS-. 

 

Copia de los documentos de estudio y aprobación del Plan Parcial La Aurora, así como de los estudios 

realizados dentro del mismo, y copia del Decreto Municipal N° 0289 del 28 de mayo de 2015 “Por el 

cual se adopta el Plan Parcial en Suelo de Expansión Urbana Sector La Aurora”, que contiene el 

documento técnico de soporte, la cartografía, los estudios técnicos y demás documentos que forman 

parte integral del Decreto de adopción del Plan Parcial, hacen parte del Expediente del proceso. 
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Considera entonces el suscrito, que es claro que el fallo apelado desconoce las obligaciones legales 

de cada uno de los demandados, obligaciones y competencias que por demás aparecen claras en el 

proceso, es por ello que el ejercicio probatorio de la acción debe dirigirse a comprobar que con el 

actuar del municipio de Manizales, bien sea por acción u omisión, se encuentran vulnerados o existe 

una amenaza inminente por los derechos discutidos procesalmente, anotando que además de la 

comprobación del daño o amenaza al derecho colectivo, el mismo debe ser imputable a mi 

representado, en aras de poder reconocer la vulneración del derecho y ordenar su restablecimiento o 

detener la vulneración. En términos jurisprudenciales, para la procedencia de la acción popular y 

posterior condena deben encontrarse acreditadas las siguientes condiciones: “a) una acción u omisión 

de la parte demandada, b) un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos 

o intereses colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo 

normal de la actividad humana y, c) la relación de causalidad entre la acción u omisión y la señalada 

afectación de tales derechos e intereses; dichos supuestos deben ser demostrados de manera idónea 

en el proceso respectivo. ” 

 

En gracia de discusión y con relación al actuar del municipio de Manizales, no puede ser considerado 

que el eventual desconocimiento de un precepto legal, automáticamente genera vulneración de un 

derecho colectivo, tal como lo ha establecido el Consejo de Estado5: 

 

En efecto, el desconocimiento de un precepto legal no constituye, per se, vulneración del 

derecho colectivo en análisis, en tanto que para poder concluir que dicho derecho ha sido 

desconocido es necesario que la vulneración del principio de legalidad vaya acompañada de 

algún fenómeno de corrupción. 

 

Ahora bien, el municipio de Manizales, presentó en la respectiva oportunidad procesales los 

respectivos alegatos, evidenciando su posición, sin embargo estos fueron sucintamente enunciados 

en el fallo más no se vislumbra un vislumbra en el mismo una evidencia que refute fehacientemente 

los mismos, por lo que se considera necesario reiterar su argumentación brevemente, a saber: 

 

En primer término, se enfatiza que la Alcaldía Municipal de Manizales no vulneró ningún derecho o 

interés colectivo, toda vez que sus actuaciones se desarrollaron conforme a derecho, al haber sido 

legal su actuar en todo momento y circunstancia. Adicionalmente, todos los actos de la administración 

fueron emitidos conforme a la normatividad vigente y las facultades concedidas al Municipio dentro de 

 
5 Sentencia del 19 de agosto de 2004, radicación No. 1408-01 (AP), MP. Dr. Alier Eduardo Hernández 

Enríquez 
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la estructura orgánica del estado colombiano, puesto que se realizaron los estudios de rigor y la 

motivación de los actos exigida por la normatividad. En este sentido, no puede ser condenado el 

Municipio de Manizales en la presente acción, puesto que en su actuar se cumplieron todas las 

formales exigidas por la normatividad al momento de desarrollar cada una de sus actuaciones, 

cuestión que se encuentra probada en el proceso con los diferentes elementos aportados por la 

defensa. 

 

Igualmente, las actuaciones de la Administración se encuentran cobijadas bajo los principios de 

moralidad administrativa y de legalidad de los actos de la administración. Es así como conforme lo 

preceptuado en el ordenamiento jurídico colombiano y el desarrollo jurisprudencial en la materia, 

deben entenderse como válidas todas las disposiciones emanadas de la administración que no hayan 

sido objeto de reproche y fallo por parte de la administración de justicia. 

 

Igualmente se ratifican todos los cuestionamientos y dudas expresadas, en relación con el dictamen 

pericial y su alcance y valoración, concluyendo nuevamente que no debe ser condenada la 

Administración Municipal, puesto que como se demostró en el proceso, en todo momento ejerció los 

deberes legales asignados, sin que se extralimitara en ninguna ocasión frente a las cargas asignadas 

por la normatividad. Así, se reitera la no vulneración de ningún derecho o interés colectivo objeto de 

la presente acción. Adicionalmente, se contó durante todas las diferentes actuaciones con la 

presencia del Ministerio de Medio Ambiente, Corpocaldas, aguas de Manizales, entre otros. 

 

Encontramos entonces que el municipio de Manizales carecía de legitimación en la causa por pasiva, 

por ser otras entidades demandadas las que realizaron los estudios y rindieron los conceptos 

determinantes. 

 

Por último, se cuestiona por parte del suscrito, la decisión de condenar en costas al municipio de 

Manizales, para lo cual se retoman apartes de sentencia dictada por Consejo de Estado6: 

 

La Sala revoca la decisión del a quo de condenar en costas a la parte demandada. En su 

lugar, niega la condena en costas en las dos instancias, por las siguientes razones: De 

acuerdo con los artículos 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

 
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejero ponente: 

MILTON CHAVES GARCÍA. Bogotá, cinco (5) de abril de dos mil dieciocho (2018). Radicación número: 70001-

23-33-000-2012-00022-02(22914). Actor: JUAN BAUTISTA SERNA SERNA. Demandado: DIRECCIÓN DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN 
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Administrativo y 361 del Código General del Proceso, las sentencias que deciden los procesos 

de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo deben resolver sobre la 

condena en costas, que están integradas por las expensas y gastos en que incurrió la parte 

durante el proceso y por las agencias en derecho. Esta regla que no se aplica a los procesos 

en los que se ventile un interés público. Por su parte, el artículo 365 del Código General del 

Proceso (Ley 1564 de 2012), señala las reglas para la determinación de la condena en costas, 

así: “[…] 5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de 

condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su 

decisión. […] 8. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron 

y en la medida de su comprobación”. Respecto a la condena en costas de que trata el Código 

General del Proceso, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “La condena en costas 

no resulta de un obrar temerario o de mala fe, o siquiera culpable de la parte condenada, sino 

que es resultado de su derrota en el proceso o recurso que haya propuesto, según el artículo 

365. Al momento de liquidarlas, conforme al artículo 366, se precisa que tanto las costas como 

las agencias en derecho corresponden a los costos en los que la parte beneficiaria de la 

condena incurrió en el proceso, siempre que exista prueba de su existencia, de su utilidad y 

de que correspondan a actuaciones autorizadas por la ley. De esta manera, las costas no se 

originan ni tienen el propósito de ser una indemnización de perjuicios causados por el mal 

proceder de una parte, ni pueden asumirse como una sanción en su contra”. En este caso, 

nos hallamos ante el evento descrito en el numeral 5 del artículo 365 del Código General del 

Proceso (Ley 1564 de 2012), por cuanto prosperan parcialmente las pretensiones de la 

demanda. Sin embargo, como lo ha precisado la Sala, estas circunstancias deben analizarse 

en conjunto con la regla del numeral 8, que dispone que “Sólo habrá lugar a costas cuando 

en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. Una vez 

revisado el expediente, se advierte que no existen elementos de prueba que demuestren o 

justifiquen las erogaciones por concepto de costas en ninguna de las dos instancias. Por lo 

tanto, no procede la condena en costas.  

 

Al no estar demostrados los hechos generadores de la condena en costas, deberá revocarse tal 

decisión y abstenerse de tomar la citada medida. 

 

CONCLUSIONES 

 

Teniendo en cuenta los hechos acá narrados y la posición del municipio de Manizales, es que este no 

debe ser señalado como entidad que no ha cumplido sus obligaciones en materia ambiental, amén 

que su actuar ha sido apegado a la ley y siempre ha propendido por la protección de los derechos, por 
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ende, no ha vulnerado derecho alguno que pueda derivar que se le hagan extensivos los efectos de 

la sentencia. 

 

PETICIÓN 

 

Solicito a los señores Magistrados, que teniendo en cuenta lo expuesto en la contestación de la 

demanda y en lo aquí expuesto, de acuerdo con el marco constitucional y legal vigente sobre la 

materia, en los términos respetuosos de siempre, revocar la decisión ataca y NO conceder las 

pretensiones de la demanda porque a la parte actora no le asiste la razón en el derecho reclamado, y 

así se solicita declararlo en la sentencia, igualmente se solicita se abstenga de condenar en costas al 

municipio de Manizales. 

 

De los señores Magistrados, 

 

 

 

JORGE EDUARDO CUERVO ECHEVERRI 

C.C. N° 10.288.074 de Manizales 

T.P. 83.644 del C. S. de la J. 


